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                                                                 RESUMEN 
 

El presente trabajo propone investigar si la Ley de Registro de Deudores 

Alimentarios Morosos cumple como función en la Garantía de los Derechos de los 

Niños/as, si influye o no de manera eficaz al acceso a la justicia, el procedimiento de    

alimentos y el funcionamiento en la práctica, en el periodo 2019-2020 en Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires.  

 

Se hará un recorrido por la información documental de un listado de inscripciones y 

cancelaciones de la Ley de RDAM. 

 

Se darán conceptos en el marco teórico desde lo general, en la Convención 

Internacional de los Derechos del Niño, la Ley Nacional de Protección Integral de 

los Derechos de los Niños/as y Adolescentes, la Ley de Protección Integral de los 

Derechos de los Niños/as y Adolescentes en CABA; y en lo específico, La Ley de 

Registro de Deudores Alimentarios Morosos en Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 

el acceso a la justicia y la responsabilidad parental.  

 

La metodología utilizada es de método “cualicuantitativo”, analítico y documental. 

Por último, en la conclusión con relación al acceso a la justicia, debemos resaltar por 

un lado la restricción, debido a la suspensión y paralización dentro del aislamiento 

social y preventivo que provocó una crisis en el proceso alimentario tornándolo 

ineficiente, lo cual queda evidenciado en el cierre de la justicia por feria. En el 

proceso judicial por alimentos demuestra que no es una vía rápida ni tampoco existen 

celeridad y eficacia en los beneficios sociales otorgados a las actoras la ley que en la 

práctica no se aplica, y de los discursos públicos, que dicen atender a las víctimas de 

violencia doméstica y patrimonial, pero en los hechos no brindan respuestas 

adecuadas. el régimen de    alimentos se puede ver afectado en algunos casos, en corto, 

mediano y largo plazo. 

 

En tanto podría ser que el deudor no este percibiendo ingresos y no tenga la manera 

de satisfacer la deuda de alimentos. Con relación al registro de deudores alimentarios 

morosos, se ha podido verificar cifras que revelan la ineficacia en el periodo de 

análisis del RDAM para intimidar o coaccionar a los incumplidores. 

 



 

 

ABSTRACT 

The main objective of this paper is to investigate whether or not the access to 

justice, the maintenance procedure and the operation in practice of the Law on the 

Registration of Delinquent Food Debtors in the guarantee of the rights of the child 

is effectively influenced in the period 2019-2020 in the Autonomous City of Buenos 

Aires.  

 

A list of registrations and cancellations of the RDAM Law will be analyzed 

throughout this investigation. 

 

Concepts will be given in the theoretical framework from the general point of view, 

in the International Convention of the Children’s Rights, the National Law for the 

Integral Protection of the Children’s Rights and Adolescents, the Law for the 

Integral Protection of the Children’s Righsts and Adolescents in CABA; and 

specifically, the Law of Registration of Debtors Alimony Delinquents in the 

Autonomous City of Buenos Aires, the access to justice and the parental 

responsibility. 

 

The methodology used is a "qualitative-quantitative", analytical and documentary 

method. 

Finally, in the conclusion as regards the access to justice, we must highlight on the 

one hand the restriction, due to the suspension and paralysis within the social and 

preventive isolation that caused a crisis in the food process, making it inefficient, 

which is evidenced in the closing of justice by fair. In the judicial process for food, 

it shows that it is not a fast track, nor is there speed and effectiveness in the social 

benefits granted to the plaintiffs, the law that in practice does not apply, and the 

public speeches, which claim to attend to the victims of domestic and property 

violence, but in fact they do not provide adequate responses. The diet can be 

affected in some cases, in the short, medium and long term. 

 

Meanwhile, it may occur that the debtor is not receiving income and does not have 

the way to satisfy the maintenance debt. Regarding the registry of delinquent food 

debtors, it has been possible to verify figures that reveal the ineffectiveness in the 

RDAM analysis period to intimidate or coerce defaulters.



 

1.TITULO 
 

 

 

 “Acceso a la Justicia, Proceso de Alimentos e Inscripción en el Registro de 

Deudores Alimentarios Morosos como Garantías de los Derechos del Niño/as en 

CABA en el Período 2019-2020” 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 

 

 

 

2.JUSTIFICACION 

 
 

La implementación de las herramientas creadas por diversas normativas para garantizar 

el acceso a la Justicia es un punto relevante del estudio del Derecho.  

Los niños deberían ser beneficiados por las leyes en la práctica, tal y como fueron 

previstas en la Convención Internacional de los Derechos del Niño y la ley de 

protección integral de los niños/as. 

 

Algunas leyes, como la del Registro de Deudores Alimentarios Morosos (RDAM), son 

poco conocidas por la comunidad en general, respecto a su aplicación y eficacia como 

herramienta útil para acceder a una solución jurídica deseada. 

Si se diera la relevancia requerida a la aplicación precisa y acelerada de las herramientas 

existentes, se produciría el efecto deseable de la inmediatez de la solución del conflicto 

y cumplimiento de los derechos del alimentado. 

 

La investigación académica sobre acceso real y efectivo a la justicia es útil para 

determinar si hacen falta más herramientas a tener en cuenta en el ejercicio del Derecho 

de Familia o si las que existen están aplicadas deficientemente. 

 

 

 

Se podría pensar que la divulgación del RDAM como herramienta para beneficiar a los 

perjudicados por el incumplimiento de la responsabilidad parental es una forma de 

facilitar el ejercicio pleno de los Derechos del Niño. 

 

Particularmente, es relevante estudiar la implementación del RDAM durante el período 

2019-2020 porque la pandemia de Covid-19 incrementó las vulnerabilidades sociales, lo 

que hizo que fuera más necesario el correcto funcionamiento de esta herramienta para 

prevenir que mujeres y niños vieran su situación económica más agravada por la falta de 

recursos económicos. 

 



 
 

 

 

El alcance territorial de este Trabajo de Investigación, originalmente abarcaría 

información documental sobre las provincias que tuvieran este tipo de herramientas, 

pero ante la negativa fáctica de la mayoría de los Poderes Judiciales provinciales 

consultados a brindar información que se encontraban limitados, solo se limitó a 

explorar el uso del Registro en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por la mayor 

transparencia de la información que se detenta en su jurisdicción. 

 

La pregunta principal de este Trabajo es entonces si se garantiza de alguna manera la 

eficacia de los Derechos del Niño/a a través del Acceso a la Justicia, el procedimiento 

de alimentos y el RDAM 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 

 

 

 

 

 



 

3. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

La Convención Internacional de Los Derechos del Niño/a Nº 23.849 fue adoptada en el 

año 1989 y reconoce los derechos humanos de todos los niños/as y adolescentes. Como 

función del Estado deben asegurar de manera obligatoria que todos los menores de 18 

años gocen de derechos de contenidos sin distinción de raza, color de piel, idioma, 

creencias, cultura, nacionalidad, protección a la intimidad, educación, derecho al 

nacimiento, al cuidado, el ser informados, expresar opiniones o cualquier condición del 

niño/a, de sus padres o de sus representantes legales. 

 

La Ley Nacional de Protección Integral de los Derechos del Niño N.º 26.061 creada en 

el año 2005 tiene como objetivo principal proteger los derechos de los niños/as y 

adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina para garantizar 

el ejercicio, disfrute pleno, efectivo y permanente de aquellos reconocidos en el 

ordenamiento jurídico nacional y en los tratados internacionales en los que la Nación 

sea parte. 

 

Es importante además considerar la ley N º 114 de Protección Integral de los Derechos 

de las Niñas/os y Adolescentes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, creada en el 

año 1998 que establece el principio del interés superior del niño. 

 

Los Derechos fundamentales de los niños/as y adolescentes, es un sistema integral que 

conforma todos y cada uno de los derechos en ellos reconocidos en el futuro y el 

gobierno como obligación implementa medidas legislativas, administrativas y promueve 

efectividad en los Derechos.  

 

Es importante destacar que el Registro de Deudores Alimentarios Morosos (RDAM) fue 

creado por la ley N.º 269 de fecha 11/11/99 en el ámbito de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires y que fue el primero en nuestro país. Esta ley de Registro de Deudores 

Alimentarios Morosos se puede considerar el punto de partida para obtener una 

herramienta importante en la lucha contra el incumplimiento del pago de alimentos. 

 

Ante la imposibilidad de obtener resultados positivos por la vía ejecutiva, se intentan las 

sanciones conminatorias, para torcer la voluntad del obligado y lograr que éste cumpla 

con el pago de la cuota. Las sanciones son motivo para que el individuo regule su 



 
 

 

 

conducta conforme al uso (coacción individual). La finalidad que se persigue con este 

tipo de normas sancionatorias ante el incumplimiento alimentario es coaccionar a los 

deudores para que cumplan con su obligación. El fundamento legal de la ley N.º 269 

radica básicamente en la Convención de los Derechos del Niño, aprobada por la ley N.º 

23.849. 

 

Lo mencionado anteriormente está ligado a la responsabilidad parental. El Código Civil 

de Vélez Sarsfield define la responsabilidad parental como el ejercicio unilateral de la 

patria potestad para el caso de padres no convivientes. En cambio, el artículo 638 del 

CCyC conceptualiza la responsabilidad parental como el conjunto de deberes y 

derechos que corresponden a los progenitores sobre la persona y bienes del hijo para su 

protección, desarrollo y formación integral, mientras sea este menor de edad y no se 

haya emancipado. 

 

Por ende, en cada jurisdicción los juzgados funcionan de manera diferente, el 

procedimiento judicial tendiente a la fijación de alimentos en la CABA actúa de manera 

lenta e ineficaz con algunos de los trámites judiciales y otras veces son eficientes, de las 

solicitudes que requieren las mujeres en el acceso a la Justicia, muchas veces se 

encuentran en una agravada situación de vulnerabilidad por la violencia institucional y 

de discriminación de los derechos. 

Hay que considerar que a pesar de que existen leyes que protegen al niño y que exponen 

al alimentista que no cumple con su obligación, éstas no influyen de manera eficiente al 

momento del pago de la cuota alimentaria. Con relación a la ley que crea el RDAM, se 

pone en duda si la norma cumple con la finalidad para la cual fue creada y si logra 

intimidar a los deudores alimentarios morosos inscriptos. Por esta razón, el 

incumplimiento de las obligaciones alimentarias es algo muy frecuente conforme las 

cifras que arrojan estudios realizados a nivel mundial, nacional y local que indican que 

una proporción muy elevada de los obligados no cumplen con sus obligaciones 

parentales. Esto reviste especial importancia porque se vulneran derechos esenciales de 

los niños niñas y adolescentes atinentes a su alimentación y previstos en la Declaración 

de Derechos Humanos y la Convención sobre los Derechos del Niño. El no pago de 

Alimentos para los niños/as es un fenómeno extendido y frecuente tanto en la sociedad 

argentina como en el resto de nuestra región, realizado por los padres no convivientes, y 

sancionado por numerosas legislaciones de América Latina (Argentina, 2009; El 



 
 

 

 

Salvador, 2010; Bolivia, 2011; Nicaragua, 2012) que lo conciben como una de las 

formas de la violencia de género: violencia económica y patrimonial que afecta a las 

familias de mujeres sin parejas que cuidan de sus hijos solas. En la Argentina, país 

objeto de nuestro estudio, el no pago de alimentos es un delito desde el año 1950 (Ley 

13.944) y constituye una violación a los Derechos Humanos de los(as) niños(as) debido 

al fracaso del Estado en garantizar el pago de alimentos por parte del padre no 

conviviente (Convención Internacional de los Derechos de los(as) Niños(as) - en 

Constitución Nacional. art. 75, inc. 22).  

 

Esta realidad instalada a nivel mundial se da también en la Ciudad de Buenos Aires que 

presenta niveles desalentadores de incumplimiento, el tema de estudio abarca no solo 

aspectos atinentes a la nutrición de los menores sino también aspectos que tienen que 

ver con la educación, el vestido, el esparcimiento, la salud, etc. 

En la actualidad, la pandemia tuvo un fuerte impacto sobre esta realidad. Las 

consecuencias que se observaron durante el aislamiento social y obligatorio, se dieron 

en lo económico-social y administrativo. 

 

En el área económico-social, la falta de empleo durante el aislamiento social y 

obligatorio, ocasionó la dificultad de obtener recursos económicos suficientes para 

pagar la cuota alimentaria de sus hijos, esto no solo afectó a nuestro país, sino que fue a 

nivel mundial. Sin embargo, afectó especialmente a las mujeres, quienes suelen percibir 

salarios más bajos y tienen menos acceso a la protección social. 

 

En el área administrativa, se pudo observar un retraso en los procedimientos 

administrativos. El régimen de alimentos se vio afectado a corto, mediano y largo plazo, 

por la restricción al acceso a la justicia que complicó la definición, petición, 

establecimiento y ejecución de los alimentos fijados judicialmente. Por otra parte, la 

disminución de ingresos generados por la imposibilidad establecida, fue produciendo 

una disminución en los ingresos de los alimentantes, que lógicamente influiría en el 

estándar de vida de los alimentados. 

 

¿Es eficaz, el acceso a la Justicia, los procedimientos judiciales alimentarios y la Ley de 

RDAM para garantizar el Derecho de los Niños/as? 

  

 



 
 

 

 

 



 
 

 

 

 

4.OBJETIVOS 
 

4.1. Objetivo general 

 

 Analizar el acceso a la Justicia, el proceso judicial de alimentos y el Registro de 

Deudores Alimentarios Morosos como garantías de los Derechos de los Niños/as 

en CABA en el período 2019-2020. 

 

4.2. Objetivos específicos 

 

 Describir las características del acceso a la justicia y los procedimientos 

judiciales, su eficacia o inoperancia para el reclamo y fijación de alimentos 

como garantía de los derechos de los niños/as. 

 

 Examinar la ley del registro de deudores alimentarios morosos de la CABA y 

determinar de qué manera influye en la protección de los menores disuadiendo o 

no a los obligados al pago. 

 

 Presentar la información documental de la lista del Registro de Deudores 

Alimentarios Morosos cancelados e inscriptos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                



 
 

 

 

 

5.MARCO TEÓRICO 
 

Este trabajo de investigación se enmarca en las siguientes leyes generales y específicas: 

las obligaciones de los Estados que suscribieron a la Convención Internacional de los 

Derechos del Niño/a; la Ley Nacional de Protección Integral de los Derechos del 

Niño/a; y la ley de Protección Integral de los Derechos del niño/a en la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires.  

 

Puntualmente, el enfoque se dará en el Acceso a la Justicia, la Ley que crea el Registro 

de Deudores Alimentarios Morosos, la Responsabilidad Parental, y los Derechos y 

Deberes de los Alimentos.  

 

5.1. La Convención Internacional de los Derechos del Niño/a  

 

La Convención Internacional de los Derechos del Niño/a fue sancionada el 20 de 

noviembre de 1989 al momento que fue suscripta y receptada expresamente por la 

República Argentina a través de la Ley Nº 23.849. 

 

Unos años después, pasó a formar parte del rango constitucional en tanto que la 

Reforma del año 1994 la incluyó dentro de los Tratados de Derechos Humanos 

enumerados en el art.75, inc. 22. 

 

En ese sentido, esa operatividad fue reconocida por nuestra jurisprudencia que ha  

aplicado la Convención en múltiples oportunidades. 

 

La Convención en sus arts. 3.o, 4.o, 12.o y 27.o, entre otros, establece las siguientes 

reglas  específicas que deben aplicarse a los casos particulares: 

 el interés Superior del Niño tendrá consideración primordial en todas las  

medidas concernientes a los niños; 

 todo niño tiene derecho a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, 

mental, espiritual, moral y social; 

 los padres u otras personas encargadas del niño tienen la responsabilidad 

primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos,  

las condiciones de vida necesarias para el desarrollo del niño;  



 
 

 

 

 

 los Estados partes deben tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo la 

celebración de acuerdos internacionales para asegurar el pago de los alimentos 

por parte de los padres u otras personas responsables, en particular, cuando tales 

personas vivan en un estado distinto de aquel en que resida el niño; 

 se garantiza al niño el derecho de expresar su opinión libremente en todos los  

asuntos que lo afecten. 

 

Como explica el profesor Osvaldo Felipe Pitrau (2018), la Convención atiende cuatro 

aspectos centrales de la asistencia al niño: el interés superior del niño, el contenido 

integral de la prestación, la universalidad de la obligación en la que deben asistir todos 

los que sean responsables del menor y la participación del niño en asunto de sus 

derechos. 

(Azpiri, 2015) expone el art.3, de la Convención sobre los Derechos del Niño que 

resguardan el interés superior del menor. 

Recepta que el art.5, es su evolución de sus facultades, direcciones y orientación para 

que el niño ejerza los derechos reconocidos en la Convención y el art.12 contempla el 

derecho a ser oído, debiendo ser tenida en cuenta su opinión en función de su edad y 

grado de madurez que tenga el niño (p.110) 

 

5.2. Ley Nacional de protección integral de los Derechos del Niño/a y 

adolescentes  
 

En el año 2005, la Ley Nacional Nº. 26.061 incorporó al Derecho de Familia gran parte 

de lo establecido en la Convención. En palabras de Pitrau (2018): 

Esta explícita recepción de la convención en nuestro derecho nacional parece aventar toda 

duda sobre su operatividad y aplicación concreta en nuestro sistema jurídico.  

En el principio de universalidad en la Protección del Niño, La convención 

incorpora otro precepto esencial: los principales responsables de cubrir los derechos de 

los niños son sus progenitores, pero no solo ellos se encuentran obligados, si no que dicha 

cobertura de derechos alcanza a todos los que sean responsables de los Niños, sea cual 

fuera su vinculación con ellos. En esta cadena de responsabilidad también se encuentra el 

Estado (pp.1-5).  

 

 



 
 

 

 

 

En este sentido, la doctora y jueza Graciela Medina (2016) aclara que: 

La Ley 26.061 de Protección Integral de Niño, Niñas y Adolescentes constituye un avance 

significativo en la tutela de sus destinatarios, pero mucho más en el reconocimiento de sus 

derechos y ejercicio de esos derechos por sí mismos. Argentina también ha ratificado la 

Convención de Derechos del Niño (Ley 23.849 de 1900). Como la Convención sobre 

Eliminación de toda forma de Discriminación Contra la Mujer, tiene rango Constitucional a 

partir de la reforma al texto supremo de 1994 (art.75, inc. 22). (p.)  

Apuntan Luis D.Crovi, J.C (2016)  que uno de las principales  importancias de la ley  Nº 

26.061 de Proteccion Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes es 

garantizar la participacion del menor en determinados actos juridicos y dentro de los 

derechos reonocidos, el niño debe participar activamente en el procedimiento Judicial 

con la garantía de ser asistido con un abogado que lo represente o patrocine, pudiendo 

recurrir por si mismo en las  decisiones que lo afecten (p.173).  

El art 12 de La Convencion de los Derechos del Niño establece  

1. “Los estados parte garantizan al niño que este en condiciones de derecho de expresar libremente 

sus derechos , teniendo en cuenta debidamente  las opiniones del niño, en funcion de su edad y 

madurez  

2. Se dara la oportunidad de ser escuchado en todo el proceso Judicial o administrativo que lo 

afecte ya sea directamente por medio de un representante o un organo apropiado , bajo las 

normas de procedimiento de la Ley Nacional” (p.174). 

 

Abel Fleitas Ortiz de Rozas, E. G. (2009) señalan que La Convencion sobre los Derechos del 

Niño de la ONU en 1989, al igual que los Tratados Sobre Derechos Humanos precedidos, 

consideran a la familia como un Ambito esencial para la crianza del Niño, que debe ser 

protegido integralmente ,asistido personal y materialmente a fin de que sean suplidas sus 

carencias. (p.17) 

En sus arts. 7º y 8º , afirma el Derecho del Niño a su Identidad , en su concepto tiene un 

alcance mas amplio , comprende tanto el origen biologico de la persona como el patrimonio 

cultural y vital de su personalidad. La convencion sobre los Derechos del Niño no solo  

reconoce la existencia el Derecho del Niño a conocer a sus padres y a ser cuidados por ellos, si 

no tambien a preservar todos los aspectos de su identidad, incluidos la Nacionalidad , el 

nombre y las relaciones familiares de confromidad con la ley sin injerencias ilicitas.( P.18) 

 

 



 
 

 

 

 

 

 

 

5.3. Ley de Protección Integral de los Derechos del Niños/as en Cuidad 

Autónoma de Buenos Aires  
 

La Ley de Protección Integral de los Derechos del Niño de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires, Ley N.° 114, fue creada en el año 1999 para incorporarse al Código Civil 

y Comercial de la Nación, los derechos y garantías reconocidos en la Constitución 

Nacional, la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, los Tratados 

Internacionales en los que el Estado es parte y la Constitución de la Ciudad de Buenos 

Aires. 

 

De acuerdo a esta ley, el interés superior del niño/a se entiende como un sistema integral 

que conforman todos y cada uno de los derechos en ellos reconocidos y los que en el 

futuro pudieran ser reconocidos. 

 

Sus derechos fundamentales son la garantía de su participación social, su pleno 

desarrollo psíquico, moral, espiritual y social, en condiciones de libertad, igualdad y 

dignidad. 

 

Por ello, el gobierno de la Ciudad se obliga a adoptar medidas legislativas y 

administrativas cuyo objetivo esencial es la prevención y detección precoz de aquellas 

situaciones de amenaza o violación de los principios, derechos y garantías contemplados 

en la presente ley: el derecho a la vida, a la dignidad, a la identidad en todas sus 

dimensiones y al respeto como personas, sujetos titulares de todos los derechos. 

 

Específicamente, el derecho de identidad comprende el derecho a una nacionalidad, a un 

nombre, una cultura, a su lengua de origen, a su orientación sexual, al conocimiento de 

quienes son sus padres y a la preservación de sus relaciones familiares de conformidad 

con la ley. 

 

Por su parte, el derecho a la integridad comprende el derecho a la intimidad, a la 

privacidad, a la autonomía de valores, ideas, creencias y objetos personales. 

 



 
 

 

 

 

 

 

 

 

5.4. La Convención Alimentaria en nuestro Derecho Vigente 

 

Según el nuevo Código Civil y Comercial: “La prestación de alimentos comprende lo 

necesario para la subsistencia, habitación, vestuario y asistencia médica, 

correspondiente a la condición del que la recibe, en la medida de sus necesidades y de 

las posibilidades económicas del alimentante, si el alimentado es una persona de menor 

de edad, comprende además lo necesario para la educación.”  

 

Osvaldo Pitrau y Roxana Lemixt (2001), sugieren que se reemplace el término 

“alimentos” por el de “prestación asistencial familiar integral”. 

 

Gustavo A. Belluscio (2007), ha sostenido que la definición de “alimentos” está 

ligada a su extensión y como esta ha variado a través de la historia, también se ha 

modificado el concepto de alimentos. Pues, si se parte de lo que regulaban las leyes 

en la antigua Roma, puede observarse que sólo cubrían la mera subsistencia. Sin 

embargo, el autor afirma que, en cuanto a su finalidad, los alimentos deben cubrir 

necesidades actuales, impostergables y urgentes. Asimismo, establece que además de 

la alimentación, habitación, vestimenta, atención de la salud y educación, se deben 

contemplar los gastos que demanda el parto y el embarazo (también el posparto), los 

gastos funerarios, los necesarios para la capacitación, para el trabajo o para 

proporcionar un arte u oficio, para la diversión y el transporte e, inclusive, para la 

continuidad de la formación aún alcanzada la mayoría de edad. 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 

 

 

5.5. Ley de Registro de Deudores Alimentarios Morosos  

 

La Ley N.º 269 fue sanciona en el año 1999 en la Ciudad de Buenos Aires, de ésta 

ley surgió el Registro de Deudores Alimentarios Morosos, con carácter obligatorio 

de cumplimiento, dependiente de las instituciones u organismos públicos. Se 

destacarán los dos primeros artículos de la ley mencionada anteriormente. 

En el artículo 1, se establece que el registro de Deudores/as alimentarios/as 

morosos/as funcionará en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en la secretaria del 

gobierno. 

 

En el artículo 2, se mencionan las funciones del registro: llevar un listado de aquellos 

que adeuden total o parcialmente tres o cinco cuotas alimentarias consecutivas o 

alternadas ya sean en los alimentos provisorios u homologados por sentencia firme y 

expedir certificados ante requerimiento simple de persona física o jurídica, pública o 

privada, en forma gratuita. 

 

El Decreto/230 de la subsecretaria de legislación y justicia del gobierno de la Ciudad, 

establece que su función es supervisar, realizar las inscripciones y certificaciones, y 

que además es responsable del registro general de entradas, salidas y archivos. 

 

  

 

Acceso a la Justicia en el Sistema Judicial De la Ciudad Autónoma De Buenos Aires 

  

La reforma de la Constitución Nacional del año 1994 establece que la ciudad de Buenos 

Aires es capital de la república y Ciudad Autónoma. En su artículo 129 prescribe que 

“la ciudad de Buenos Aires tendrá un régimen de gobierno autónomo con facultades 

propias de legislación y jurisdicción”. (p. 11) 

  

Dicha ley es la 24.588, artículo 8, e indica que “la justicia nacional ordinaria de la 

Ciudad de Buenos Aires mantendrá su actual jurisdicción y competencia continuando a 

cargo del Poder Judicial de la Nación. La Ciudad de Buenos Aires tendrá facultades 

propias de jurisdicción en materia de vecindad, contravencional y de faltas, contencioso 

administrativo y tributarias locales”. (p. 11)  

 

 



 
 

 

 

 

Como señala Garro (2006), en la medida en que la legitimidad del estado del derecho que se apoya en 

una implementación efectiva del principio de igualdad ante la ley, las desigualdades para acceder a la 

justicia comprometen esa legitimidad que el estado democrático tiene la necesidad de preservar y nutrir 

constantemente. La falta de igualdad de posibilidades de los ciudadanos en la defensa de sus derechos 

socava la legitimidad del estado y las instituciones democráticas (p. 5).  

 

A su vez, según Haydee Birgin y Natalia Gherardi (2008), el acceso a la Justicia es un 

derecho humano, como el derecho a la educación, a la salud, al trabajo. Por ende, poner 

en obstáculo el acceso de las mujeres a la Justicia es violar los derechos humanos 

garantizados por la Constitución Nacional y los instrumentos Internacionales de 

Protección de Derechos Humanos; es una forma de excluir a las mujeres del ejercicio de 

la ciudadanía (p. 1).  

Como consignan las autoras,  

En los últimos años se han dedicado a darle importancia al debate del acceso a la 

justicia en ámbitos nacionales, regionales e internacionales, con distintos alcances y 

propósitos. Se han discutido acciones, métodos, procedimientos e instituciones en  la 

creación de un servicio público a cargo del estado, la educación de la población con 

respecto a los derechos que la ley reconoce a sus ciudadanos/as, la población, las formas de 

protegerlos y la responsabilidad social de la asociación de abogados que generalmente 

tienen el privilegio del acceso a los tribunales y procesos para sobrellevar obstáculos y 

dificultades propias de ciertos grupos a través de la creación de agencias especializadas. 

Las reformas del Poder Judicial y de las normas que regulan el desarrollo de los procesos 

judiciales también se cuenta con el objetivo de mejorar el acceso a la justicia de una 

determinada comunidad.  

 El acceso a la justicia puede ser considerado desde tres aspectos diferenciados, 

aunque complementarios entre sí: el acceso propiamente dicho, es decir, la posibilidad de 

llegar el sistema judicial; de lograr un buen servicio de justicia, en un tiempo prudencial; y, 

por último, ,  es el conocimiento de los derechos por parte de los ciudadanos, de los medios 

para poder ejercer y hacer reconocer esos derechos y particularmente la conciencia del 

acceso a la justicia como un derecho y la consiguiente obligación del estado de brindarlo y 

promoverlo.  

El reconocimiento de la existencia de un problema y su identificación como una 

cuestión razonable representa uno de los mayores obstáculos a superar. Hace falta un valor 

importante de alfabetización jurídica y de conciencia de la existencia de los derechos  en la 

sociedad para identificar el componente jurídico o legal de un problema indicando que las 

evidencias a la discriminación en el acceso a la justicia no son sólo económicas, sino 

también socioculturales y que, por ese motivo, las condiciones que eventualmente 

permitirán su modificación exceden los recursos disponibles en una sociedad capitalistas 

para tales   fines (p. 5).   



 
 

 

 

 

 

5.6. Responsabilidad parental  

 

Para introducirnos en el tema debemos saber que la Responsabilidad Parental en el 

Nuevo Código Civil y Comercial “es el conjunto de deberes y derechos que 

corresponden a los progenitores sobre la persona y bienes del hijo, para su protección, 

desarrollo y formación integral mientras sea menor de edad y no se haya emancipado”.  

“La Responsabilidad Parental es el conjunto de deberes y derechos que tienen los padres 

con respecto a sus hijos menores de edad no emancipados, por tratarse de un conjunto 

de derechos y deberes se trata de una función” (Julio Cesar Rivera, Graciela Medina, 

2014, pág. 209) 

 

Según Julio Cesar Rivera & Graciela Medina, (2014); el objetivo de la responsabilidad 

parental, es el desarrollo integral del niño con cualidades potenciales, en el cual los 

padres deben tener en cuenta los derechos del niño a ser oído y sus elecciones, 

otorgándole una capacidad progresiva de acuerdo al grado de madurez del menor.  

(P.209) 

 Azpiri, (2015) menciona que la sustitucion de patria potestad criticada por la doctrina 

ha cambiado por una mas acorde a su tiempo de realidad, al poner enfasis en la 

responsabilidad deben ser ejercidas por derechos y deberes que se establecen en 

proteccion de sus hijos.  

Ademas, el nombre del instituto ha cambiado el termino de “padres” por “progenitores” 

y se ha añadido el “desarrollo” como otra finalidad de responsabilidad parental y 

eliminando la referencia desde “la concepcion.” (p.109) 

Tambien se debe tener en cuenta que la responsabilidad tiene diversas manifiestaciones 

pero su caracteristica esencial se presenta respecto a su titularidad y el ejercicio.   

Otro aspecto a considerar es que esta responsbilidad parental tiene lugar cuando se 

asigna el cuidado personal del hijo por los  progenitores y finalmente puede suceder que 

la guarda sea otorgada por el juez  a un tercero. (p.110) 

 

Por su parte Gustavo Bossert & Eduardo A. Zannoni (2016), establecen que el derecho 

de familia es la asistencia, protección y representación jurídica de los hijos menores, 

que determinan en un ente de núcleo familiar e implica reconocer relaciones jurídicas 

fundadas en la autoridad de los progenitores, cuyo ejercicio deben cumplir en la 

formación integral de los hijos. (p.206) 



 
 

 

 

 

 

De modo entonces que a través de la familia se consolidan de manera fundamental: la 

autoridad de los padres, que se encamina en cuidar físicamente a los hijos, velar por su 

formación moral en sentido amplio, que puede incluir la religión, educación y 

finalmente sustituyendo de manera natural su incapacidad cuidando de sus bienes, 

ejerciendo el indispensable control de conducta y asumiendo la consiguiente 

responsabilidad que los actos de los hijos pudiesen generar.  (p.206)  

 

Por consiguiente, el niño desde que nace hasta que alcanza la plenitud de su capacidad 

jurídica como persona y la mayoría de edad, está destinado a las relaciones jurídicas de 

autoridad que, antiguamente, se han ampliado en la institución de la patria potestad (del 

latín, patria potestas o potestad de paterfamilias). (p.206)  

 

Las legislaciones modernas han sustituido el termino potestad por la autoridad parental 

o autoridad de los padres, las transformaciones que han experimentado las familias en 

estos aspectos: no es autoridad del padre, si no de ambos padres que asumen, los 

deberes y derechos, la autoridad que sobre los hijos les confiere la ley, como la hace 

nuestro derecho positivo (arts.638 y siguientes). (p.206) 

 

 

 

5.7. Deberes y Derechos de los progenitores en los alimentos  

 

El Nuevo Código Civil y Comercial define en el artículo 658 que ambos progenitores 

tienen la obligación y el derecho de criar a sus hijos, alimentarlos y educarlos conforme 

a su condición y fortuna, aunque el cuidado personal este a cargo de uno de ellos. 

Con respecto a esto, Gustavo, Picasso y Herrera (2015) establecen que la relación de 

igualdad entre ambos progenitores respecto a la manutención de los hijos, se debe dar 

en la misma condición y fortuna de cada uno de ellos, como obligados ante las 

necesidades económicas de sus hijos.  (p.521) 

Luego en el artículo 659 del NCCYC se establece que la obligación de alimentos 

comprende la satisfacción de las necesidades de los hijos de manutención, educación, 

esparcimiento, vestimenta, habitación, asistencia, gastos por enfermedad y los gastos 

necesarios para adquirir una profesión u oficio. Los alimentos están constituidos por 



 
 

 

 

 

prestaciones monetarias o en especie y son proporcionales a las posibilidades 

económicas de los obligados y necesidades del alimentado.  

Por otro lado, Gustavo, Picasso y Herrera (2015) destacan que el contenido de la 

obligación alimentaria, son aquellos gastos necesarios para adquirir una profesión u 

oficio, con la finalidad de favorecer el desarrollo autónomo de los hijos y se establece 

como modalidad de cumplimiento las prestaciones monetarias o en especie. (p. 522)  

   

5.8. La cuota alimentaria 
 

En este contexto el art. 542 NCCyC destaca que “la prestación se cumple mediante el 

pago de una renta en dinero, pero el obligado puede solicitar que se lo autorice a 

solventarla de otra manera, si justifica motivos suficientes”. 

Por su lado “se establece como regla general que ambos progenitores deben proveer 

recursos a los hijos hasta que alcance la edad de los 25 años, si no tienen recursos 

suficientes para realizarlo de manera independiente, la persecución de estudios o de 

preparación profesional, pueden ser solicitados por el hijo o progenitor con el cual 

convive”.  

Como subsiguiente el art.659 NCCyC dispone que “la obligación de alimentos 

comprende la satisfacción de las necesidades de los hijos de manutención, educación, 

esparcimiento, vestimenta, habitación, asistencia, gastos por enfermedad y los gastos 

necesarios para adquirir una profesión u oficio. Los alimentos están constituidos por 

prestaciones monetarias o en especie y son proporcionales a las posibilidades 

económicas de los obligados y necesidades del alimentado”. 

Podemos observar que en el art.659 y a diferencia del art.542, el pago de la cuota en 

especie se establece de forma explícita. Más allá, que con el pago en especie se 

configure una actualización si bien de forma indirecta de aquellos rubros de la cuota 

alimentaria que se han establecido de esta manera, el código precipitado. 

 

Según Luis D.Crovi, J. C. (2016),  el regimen de alimentos se relaciona con el Derecho 

de Familia , haciendo referencia a los derechos a favor de los hijos mayores de edad que 

necesitan sustentarse para extender sus estudios , dando una evolucion en nuestra 

legislacion  

En esta  Ley 26.579 los autores explican que se  redujo la mayoria de edad a los 18 

años, dando una obligacion a los padres de prestar alimentos a sus hijos, extendiendose 



 
 

 

 

 

hasta la edad de 21 años, excepto, que el hijo de mayor de edad o el padre acrediten que 

cuentan con recursos suficientes para proveeserlos por si mismo.  

 

Por su lado, se establece como regla general que ambos progenitores deben proveer 

recursos a los hijos  hasta que alcanze la edad de los 25 años , si no tiene los recursos 

suficientes para realizarlo de manera independiente,la persecusion de estudios o de 

preparacion profesional , pueden ser solicitados por el hijo o progenitor con el cual 

convive.  

En cambio, en  el actual regimen legal algunos derechos propios de la minoridad 

continuan desde varios años despues de alcanzada la mayoria de edad. El hijo mayor 

que se capacita goza del sustento de sus estudios por parte de sus padres , siempre que 

demuestre que no le es posible trabajar y estudiar al mismo tiempo, en virtud de la 

carrera universitaria o aun trabajando no logra suministrar los medios necesarios,  

gozando de sus beneficios hasta los 25 años  (p.170) . 



 
 

 

 

6.ABORDAJE METODOLOGICO 
 

En este apartado se detallará la metodología utilizada a fin de cumplir con exactitud los 

objetivos planteados en la investigación y para contextualizar jurídicamente el presente. 

Se hace necesario dar un concepto de metodología que “como disciplina científica es 

un cuerpo sistemático de conocimientos que toma como objeto de estudio a los 

métodos que se utilizan en las ciencias” (Yuni & Urbano ,2006, p.11).  

 

Dentro de esta metodología encontramos un tipo de estudio descriptivo ya que 

“apunta a hacer una descripción del fenómeno bajo estudio, mediante la 

caracterización de sus rasgos generales”. 

 

 El enfoque se abarcará especialmente en el método de estudio analítico “es aquel 

método de investigación que consiste en la desmembración de un todo, 

descomponiéndolo en sus partes o elementos para observar las causas, la naturaleza y 

los efectos. El análisis es la observación y examen de un hecho particular. Es 

necesario conocer la naturaleza del fenómeno y objeto que se estudia para 

comprender su esencia. Este método nos permite conocer más del objeto de estudio, 

con lo cual se puede: explicar, hacer analogías, comprender mejor su comportamiento 

y establecer nuevas teorías” (Alberto Jiménez) 

Tomando en consideración los objetivos planteados, esta investigación es de 

naturaleza “cualicuantitativa”, dado que este tipo de metodología se orienta al estudio 

de los fenómenos desde la visión de sus propios actores, sin dejar de lado el contexto 

en el que se despliega, lo que permitiría un enfoque más amplio. En otras palabras, 

los resultados de la investigación se obtuvieron de datos numéricos, se conoció el área 

problemática a partir de la investigación documental. De acuerdo con los propósitos 

de la investigación el mismo es un enfoque teórico debido a que investiga un 

fenómeno contemporáneo dentro de un contexto de vida real.  

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 

 

6.1. TECNICAS DE RECOLECCION DE DATOS. 

 

Son procedimientos o actividades realizadas con el propósito de recabar la información 

necesaria para el logro de los objetivos de una investigación. Se refiere al como recoger 

los datos. Están relacionados con la operacionalizacion que se hace de las variables en 

categorías / dimensiones; según (Ritchey, 2008) 

 

En este contexto, y a los efectos de la presente investigación y en el análisis se aplicará 

la técnica de recolección documental, dado que es el instrumento que permitirá obtener 

datos y la información necesaria para validar la cuestión necesaria del planteo, 

documentos escritos que serán sujetos de análisis y constituirán la prueba documental de 

este trabajo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 

 

 

 

7.ANALISIS DE LA INVESTIGACION 

 
El derecho de los niños, niñas y adolescentes es percibir la cuota alimentaria que le 

corresponde por parte de los progenitores, a fines de efectivizar sus derechos. Sin 

embargo, el régimen de   alimentos se puede ver afectado en algunos casos, en corto, 

mediano y largo plazo. 

 

En tanto podría ser que el deudor no este percibiendo ingresos y no tenga la manera 

de satisfacer la deuda de alimentos. La disminución de ingresos generados por la 

imposibilidad establecida, lógicamente influirá en el estándar de vida de los 

alimentados. 

Con relación al acceso a la justicia, debemos resaltar por un lado “la restricción, 

debido a la suspensión y paralización dentro del aislamiento social y preventivo que 

provocó una crisis en el proceso alimentario tornándolo ineficiente, lo cual queda 

evidenciado en el cierre de la justicia por feria”. Sin embargo, en el transcurso de la 

pandemia, se fue dando de manera paulatina todas las cuestiones de familia 

habilitándose y tramitándose con normalidad, incluso facilito las notificaciones de la 

comunicación por vía WhatsApp.  

 Por otro lado, de la investigación se desprende que las mujeres que llegan al 

sistema de justicia para solicitar protección legal en CABA lo hacen, por lo general, 

a través de la oficina de violencia doméstica”.  

Esta oficina fue creada en el 2008, bajo la órbita de la Corte Suprema de Justicia de 

la Nación con sede en CABA como mecanismo de acceso rápido a la justicia 

cuando ocurren episodios de violencia en el ámbito doméstico. La finalidad de 

dicha oficina consiste en brindar información y tomar denuncias de personas 

afectadas por medio de equipos interdisciplinarios, que luego son derivadas a los 

fueros civiles, penales y de competencia en protección de niños, niñas y 

adolescentes, según corresponda. Luego de la intervención de dicha oficina, 

intervendrá un juzgado civil que dictará medidas de protección urgentes que 

pueden consistir en: Prohibición de Acercamiento, Exclusión del Hogar, Cuota 

Alimentaria Provisoria y Tenencia Provisoria de Hijos(as), entre otras. La cuota 

alimentaria provisoria podrá ser dictada por el juez de conformidad con el art. 4 de 

la Ley 24.417 y de conformidad con el art. 26, inciso b.5, de la Ley 26.485 y deberá 



 
 

 

 

hacerlo ‘siempre’ cuando haya hijos(as) menores. A pesar de estas normas y de ser 

la fijación de la CAP solicitada por las madres de niños(as) pequeños(as), en el 

marco de la denuncia ante la oficina de violencia doméstica se advierte una fuerte 

resistencia por parte de los jueces a disponerla. Esto surge tanto de estadísticas de 

seguimiento de la Oficina de Violencia Doméstica como de los expedientes donde 

aparecen formalismos o burocracias innecesarias que dilatan los pronunciamientos, 

o excusas que no se amparan en el marco de la ley. Esta situación da cuenta del 

entrampamiento en el que quedan las mujeres y los(as) niños(as) víctimas de 

violencia domestica e institucional, ya que sin recursos económicos y con escasas y 

desarticuladas políticas sociales en la materia, se encuentran en mayor situación de 

vulnerabilidad favoreciendo el retorno de las mujeres con el agresor para garantizar 

su subsistencia y la de sus hijos(as) (Gherardi, 2012). Esta vulnerabilidad se ve 

confirmada por las estadísticas del Patrocinio Jurídico para Violencia de Género del 

Ministerio Público de la Defensa General de la Nación que señalan que un 

porcentaje muy alto de las sobrevivientes asesoradas informaron que sus agresores 

eran el primer sostén económico de la familia. 

 

Las mujeres que tienen pocos recursos económicos efectúan la denuncia ante la 

Oficina Violencia Doméstica sin patrocinio jurídico, pero según las estimaciones 

que se efectúan en base a las estadísticas de la OVD, el 38 % de todas las personas 

afectadas por Violencia de Genero fueron derivadas a Patrocinio Gratuito Jurídico.  

sólo un porcentaje muy bajo de las denunciantes con el 19,45 % de total de casos 

correspondientes a mujeres fueron atendidas, siendo totalmente insuficiente para 

cubrir la demanda de patrocinio en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

(Hasanbegovic, 2012); en tanto que en otra investigación sobre expedientes 

judiciales por violencia sólo 3 de cada 10 denunciantes habían obtenido patrocinio 

jurídico después de denunciar ante la Oficina Violencia Domestica. Gherardi, 

(2012).  

 

Luego de la denuncia y el pedido de fijación de Cuota Alimentaria Provisoria y de 

las restantes medidas de protección no es un obstáculo, si no fuera un requisito 

acreditar el vínculo, podría pedir alimentos a cualquier persona, hay que recordar 

que los alimentos provisorios son de carácter cautelar de inaudita parte, con 

posterioridad se tendrá que presentar y acreditar que no tiene ningún vínculo con el 

niño, es por esto que en los procesos de filiación si se puede solicitar que 



 
 

 

 

acompañen algunos elementos probatorios .En sede judicial para acceder a justicia 

en materia de violencia patrimonial: un patrón de denegación de la Cuota 

Alimentaria Provisoria en el primer pronunciamiento judicial. Las mujeres deben 

obtener patrocinio jurídico para apelar esa decisión y solicitar dicha medida en el 

plazo de tan solo 5 días, ya que no es admisible un pronunciamiento posterior sin 

contar con patrocinio. 

 

“En este caso, el/la juez/a, en el primer pronunciamiento supedita la fijación de la 

Cuota Alimentaria Provisoria a la “acreditación del vínculo” que poseen los(as) 

niños(as) con sus padres. Es decir, las mujeres deben presentar en original y 

fotocopia las partidas de nacimiento de sus hijos(as), y ello mediante patrocinio 

letrado. Luego de acreditado el vínculo se solicita dictamen favorable de la 

Defensor(a) de Menores, situación que dilata aún más el proceso, sin perjuicio de 

que en la totalidad de los casos el/la Defensor/a acuerda que sus defendidos(as) 

cuenten con la Cuota Alimentaria Provisoria”.  

 

Por otro lado, las características de la situación de violencia de género hacen que 

muchas veces las mujeres no puedan contar con esa documentación, ya sea porque 

han tenido que huir de su domicilio o porque el agresor se apropió de las partidas 

de nacimiento o las destruyó, para obstaculizarle la denuncia. 

 

En muchos casos se niega la Cuota Alimentaria Provisoria y se indica iniciar 

mediación y luego, juicio de Alimentos, y también carece de sustento legal puesto 

que las Leyes 26.485 y 24.417 habilitan a solicitar Cuota Alimentaria Provisoria en 

el marco del proceso de denuncia por violencia familiar. Por otro lado, vale 

destacar que el proceso de alimentos en la justicia Nacional en lo Civil en 

jurisdicción de la CABA obliga a realizar audiencias de mediación previas a 

iniciarse el litigio (Ley 26.489) constituyendo una contradicción de legislaciones ya 

que, como dijimos, el art. 28 de la Ley 26.485 prohíbe la mediación/conciliación. 

 

La Ley 26.485 en su art. 10 c) establece la obligación de garantizar asesoramiento y 

patrocinio jurídico gratuito a mujeres en situación de violencia. Contar con 

patrocinio jurídico gratuito constituye una herramienta imprescindible en el acceso 

a la justicia (Hasanbegovic, 2012); sin embargo, como vimos más arriba son muy 

pocas las mujeres que logran acceder al mismo. Esta es una situación que se ha 



 
 

 

 

verificado desde que fue sancionada la Ley 24.417, que también permitía la 

denuncia sin “obligatoriedad de patrocinio” y para la que se documentó que ésto 

colocaba a las mujeres denunciantes en desventaja respecto a sus agresores. 

  

Las audiencias judiciales que prevé dicha norma, según Birgin, (1994) en 

Hasanbegovic, 2004, no han mejorado en las últimas dos décadas, ya que la 

cantidad y calidad de patrocinio jurídico gratuito para mujeres en situación de 

violencia es aún insuficiente, inadecuado e incompleto, sin perjuicio de los avances 

que en este tema están desarrollando diversos organismos. 

 

 

Del estudio del marco teórico vinculado al RDAM surge que la Ley bajo análisis, a 

lo largo de su vigencia, ha tratado en cierta medida de persuadir a los padres a que 

cumplan sus obligaciones alimentarias a efectos de no ser registrados en la lista de 

“morosos”. Varios autores afirman que el fin de la ley es mejorar la efectividad de 

los procedimientos alimentarios mientras otros consideran que la verdadera razón era 

“intimidar” o “disuadir” con la referida inscripción en el registro a los padres que 

incumplan con sus obligaciones alimentarias, viéndose de una u otra manera 

forzados a estar al día en sus obligaciones. 

 

La Ley del registro de deudores alimentarios morosos, no influye en la protección de 

los menores, debido a que existen cantidades ínfimas de inscripciones y 

cancelaciones en el registro en proporción a la cantidad de procesos judiciales de 

alimentos. 

 

En el informe estadístico del registro de deudores alimentarios morosos de CABA, en el 

período 2019-2020, se registraron en CABA: 1007 inscripciones; en el 2019: 285 

inscripciones; en el 2020: (habiendo ocurrido una disminución con respecto al año de 

base) 722 inscripciones. Con respecto a cancelaciones, se han registrado 100 

cancelaciones en el año 2019 y 61 cancelaciones; en el año 2020. 

 

Con el número de inscripciones se determina cuantos obligados han incumplido con 

prestar alimentos y con el número de cancelaciones cuantos obligados han finiquitado el 

incumplimiento respectivo. 

 



 
 

 

 

 

Obteniendo estos datos, se devela una gran  preocupación respecto a la protección del 

Derecho de los menores,  ya que no se han visto influenciado los progenitores 

incumplidores por la inscripción en el registro generándose por lo tanto una  

desprotección del alimentista.



 
 

 

 

8. CONCLUSIONES 

 
 

Esta investigación tiene como objetivo analizar el Acceso a la Justicia, el proceso de 

alimentos e inscripción en el registro de deudores alimentarios morosos como garantías 

de los derechos del niño/as en CABA en el período 2019-2020. 

 

Del análisis efectuado surge que existe un abismo entre lo que se proclama y lo que se 

hace en la realidad. El acceso a justicia es la garantía de la igualdad de oportunidades 

para acceder a las instituciones, órganos o poderes del Estado que generan, aplican o 

interpretan las leyes y regulan normativas de especial impacto en el bienestar social y 

económico para poder llegar al sistema de justicia con representación legal. Obtener un 

pronunciamiento judicial justo (ajustado a derecho) en un tiempo prudencial, y poder 

sostener el proceso completo supone conocer los derechos, creernos legitimados para 

utilizarlos, y contar con recursos económicos para poder contratar abogados(as) y tener 

tiempo fuera del trabajo para realizar los trámites judiciales; y la habilidad de entender y 

utilizar el sistema. 

 

Ni el proceso judicial por alimentos es una vía rápida ni tampoco existen celeridad y 

eficacia en los beneficios sociales otorgados a las actoras por todas las razones que ya 

hemos señalado anteriormente. La realidad dista mucho de la letra de la ley que en la 

práctica no se aplica, y de los discursos públicos, que dicen atender a las víctimas de 

violencia doméstica y patrimonial, pero en los hechos no brindan respuestas adecuadas. 

 

El reconocimiento de la justicia como fin indelegable del estado supone concebir que el 

concepto de justicia es inseparable del de acceso a la justicia, entendiendo este último 

como derecho y garantía. Por lo tanto, es responsabilidad del estado organizar un 

sistema de acceso a la justicia que garantice el pleno ejercicio del derecho. 

Con relación al registro de deudores alimentarios morosos, el mismo no es un 

mecanismo efectivo en la protección de los niños, dado que, en el período comprendido 

en el estudio, se ha podido constatar que el número de personas inscritas es ínfimo, con 

relación a la cantidad de procesos judiciales. Asimismo, se ha podido verificar que sólo 

el 9.9% de las inscritas, ha cancelado su obligación alimentaria en el 2019 y el 21.4% en 

el 2020. Estas cifras revelan la ineficacia en el periodo de análisis del RDAM para 

intimidar o coaccionar a los incumplidores. 



 
 

 

 

 

8.1. RECOMENDACIONES 

 

 Se debería examinar algunas alternativas de cara al futuro en las dos estructuras 

que conforman el juicio de la deuda alimentaria, que es en uno de los sectores 

más vulnerables: los alimentos a los hijos. Básicamente, la eficiencia del 

reclamo de la cuota alimentaria depende de dos estructuras, la identificación de 

los deudores y la regulación del proceso eficiente de cobro. 

 Tengamos presente además que la posibilidad y eficiencia del reclamo 

alimentario también depende de la existencia de una coparentalidad establecida, 

es decir, depende de un derecho filiatorio que favorezca la coparentalidad. En 

caso contrario, recaerá toda la responsabilidad bajo el cuidado de la madre y 

estas son las mujeres más expuestas a la pobreza que se va incrementado. 

 Se propone ir de un recorrido burocrático a uno de celeridad para realizar los 

trámites que contemplan las mujeres e hijos en la vulnerabilidad social y 

dinámica de la vida cotidiana de estas personas para que haya una condición de 

éxito. 

 Otra propuesta sería que otras Provincias también respondan ante emergencias 

de las personas que necesitan informarse ante las inscripciones y cancelaciones.  

 La ley Nº269 de Registro de Deudores Alimentarios Morosos de CABA, debe 

ser reforzada respecto al carácter sancionatorio, planteando programas de 

difusión para que la colectividad tenga conocimiento pleno de la misma, siendo 

así un buen mecanismo persuasivo para que los obligados alimentarios puedan 

cumplir para con los alimentistas”, cuya implementación no implica dificultad 

para realizar en beneficios de los alimentados.  

 Se sugiere que la pena del delito de Omisión a la Asistencia Familiar sea 

efectiva, si no se cumple con la sentencia impuesta dentro del término 

establecido. 
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10.ANEXOS 

 



 
 

 

10.1. TABLA I      

                        

 

 

 

Periodos  

Personas inscriptas en el Registro de 

Deudores Alimentarios Morosos Ciudad de 

Buenos Aires. 2000-2005/2020  

2000 382 

2005 205 

2006 187 

2007 179 

2008 175 

2009 161 

2010 150 

2011 147 

2012 166 

2013 190 

2014 190 

2015 174 

2016 223 

2017 163 

2018 188 

2019 1007 

2020 285  

 

Nota: Este Registro fue creado por la Ley Nº 269 de fecha 11-11-99 en el ámbito de la 

ciudad de Buenos aires y tiene por función registrar a todos aquellos que adeuden tres 

cuotas alimentarias consecutivas o cinco alternadas, homologadas por sentencia firme, 

y expedir certificados a requerimiento de persona física o jurídica, pública o privada. 

 



 
 

 

10.2. TABLA II 
 

 

 

 

  

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente : Dirección General     de Estadísticas y Censos ( Ministerio de Hacienda y 

Finanzas , GCBA )  sobre la base de datos de la Cámara Criminal y Correccional , 

Consejo de Magistratura de 2008 a 2017 , Oficina de Asuntos Normativos e 

Información , Ministerio Publico Fiscal de CABA de 2017 a 2020 .

Personas Imputadas por infracción a la Ley 13.944 

(delito de incumplimiento de los deberes de asistencia 

familiar). Ciudad de Buenos Aires. Años 1999/2020 

Año 

Personas imputadas por infracción a la Ley 

13.944 

1999 785 

2000 762 

2001 841 

2002 795 

2003 710 

2004 717 

2005 652 

2006 559 

2007 495 

2008 …. 

2009 492 

2010 451 

2011 405 

2012 628 

2013 471 

2014 457 

2015 474 

2016 420 

2017 538 

2018 610 

2019 880 

2020 683 
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